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Ref. : Exp. No. T-50001-22-14-000-2010-00138-01

Se procede a resolver la impugnación formulada contra el fallo proferido el 28 de julio de 2010, por la Sala de Decisión Civil – Laboral - Familia del Tribunal Superior de Villavicencio, que negó la acción de tutela promovida por Rodrigo Torres Hernández, contra los Juzgados Primero Civil Municipal y Primero Civil del Circuito de Villavicencio. 

ANTECEDENTES

1.
Como fundamento fáctico, el accionante puso de presente lo siguiente:

1.1. El 5 de enero de 2006, Rodrigo Torres Hernández, celebró un contrato de promesa de compraventa con Beatriz Zamora, relacionado con el inmueble distinguido como Lote o Parcela No. 3 de la Manzana 3 de la Parcelación Granjas Agroforestales Balomar Propiedad Horizontal del Corregimiento de Ocoa fracción de Apiay, Municipio de Villavicencio, identificado con matrícula inmobiliaria No. 230-137025 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos y Privados de Villavicencio. 

Pactaron que el precio del inmueble era de $29’000.000,oo de los cuales el accionante le entregó los primeros $20’000.000,oo el mismo día de la firma de la promesa y el saldo se daría el día de la firma de la escritura.

1.2. En vista de la promesa inicialmente firmada, el accionante se dirigió al lote para inspeccionarlo, encontrándolo descuidado, pues la maleza lo estaba invadiendo, dijo, pero no observó ni cambuche ni construcción alguna dentro de él, por tanto procedió a suscribir la escritura entregando el resto de dinero a la vendedora, lo cual se cumplió el 3 de febrero de 2006.


1.3.
El 8 de febrero de 2006, nuevamente estuvo en el lote como a las 2.30 p. m., pasó a coordinar el trabajo de desyerbe, luego acudió a una reunión de asamblea de copropietarios a que fue citado por la administración hasta las 6 p.m., hora a la cual nuevamente volvió a su lote encontrando que alguien le había levantado un cambuche, lo cual tuvo que haber sucedido entre las 4 y las 6 p.m. mientras estaba en la reunión. 

1.4.
Torres Hernández procedió a efectuar el correspondiente reclamo a la Administradora y al Presidente del Consejo de la Parcelación Granjas Agroforestales Balmoral, reclamándoles la inseguridad interna del conjunto, para lo cual acreditó la calidad de propietario, entonces se dirigieron al portero quien les informó que a las personas se les permitió el ingreso porque iban de parte de Aureliano Guevara, promotor de la Parcelación Granjas Agroforestales Balmoral. Llamaron a los agentes del orden y no se hicieron presentes, entonces llamó a la vendedora quien le informó que ella inicialmente le había ofrecido en venta a Ana Araminta Fuentes de Cantor, la invasora, el mismo lote de terreno pero que debido a la falta de pago se lo había vendido al accionante, estando dispuesta a devolverle los abonos que aquella le había efectuado.


1.5.
De conformidad con lo anterior, Rodrigo Torres Hernández, instauró, por medio de apoderado, una demanda reivindicatoria en donde solicitaba que fuera declarado “propietario pleno y absoluto del inmueble”, condenado a la invasora a restituirlo.


1.6.
La demanda le correspondió al Juzgado Primero Civil Municipal de Villavicencio quien desató el litigio con la sentencia que dictó el 23 de noviembre de 2009, en la que analizó las pruebas aportadas y evacuadas, para concluir que la demandada Ana Araminta Fuentes Cantor ostentaba la calidad de poseedora, desde antes de la venta que Beatriz Zamora le hiciera a Rodrigo Torres, por tanto negó las pretensiones de la demanda.


1.7.
Apelada la decisión por el demandante, asumió el conocimiento el Juez Primero civil del Circuito de Villavicencio, quien confirmó la decisión retomando lo mandado en el artículo 1873 del C. Civil que dice “Si alguien vende separadamente una misma cosa a dos personas, el comprador que haya entrado en posesión será preferido al otro; si se ha hecho entrega a los dos, a aquel a quien se haya hecho entrega primero será preferido; si no se ha entregado a ninguno, el título más antiguo prevalecerá.”

2.
El accionante aduce que las decisiones adoptadas por los juzgados de primera y segunda instancia, le quebrantaron los derechos fundamentales al debido proceso, la igualdad, una vivienda digna y la propiedad privada. 

Al presente trámite se ordenó vincular a Beatriz Zamora Tamayo. Compareció el apoderado de la demandada en el proceso ordinario para advertir la improcedencia de la presente acción de tutela, la cual no podía actuar como tercera instancia.

3.
El Juez Primero Civil Municipal de Villavicencio, poco pudo aducir al trámite constitucional. Pues su labor inició en enero de 2010 y el expediente aún no había llegado del superior. A su vez el Juez Primero Civil del Circuito de la misma ciudad, remitió las copias necesarias para el asunto.

 
 

LA SENTENCIA IMPUGNADA

 
El Tribunal Superior de Villavicencio, negó las súplicas de la tutela, pues no observó vulneración alguna por parte de los funcionarios accionados, encontró que las providencias habían efectuado el análisis probatorio correspondiente a cada instancia y descubrió una debida motivación en las mismas

LA IMPUGNACIÓN

 
El accionante impugnó la decisión de primera instancia advirtiendo que nunca ha considerado esta acción como una tercera instancia; que son desacertadas las consideraciones del tribunal al indicar que las sentencias fueron el resultado de un análisis serio de material probatorio, pues se encuentran defectos de vía de hecho.   

CONSIDERACIONES

         1.
En orden a decidir sobre la impugnación de la sentencia de tutela que ahora es objeto de análisis, se hace necesario dejar consignadas las siguientes precisiones inaugurales.

La Constitución Nacional, en su artículo 86, consagró la acción de tutela como mecanismo especial para la salvaguarda de los derechos fundamentales. Por otra parte, el Decreto 2591 de 1991, dictado por el Presidente de la República en ejercicio de las facultades otorgadas por el Art. 5° transitorio de la Constitución, preveía en sus artículos 11 y 40 que la acción de tutela podía ejercerse contra providencias judiciales, aunque contempló un termino de caducidad para ello.

Esas normas que, se repite, autorizaban la acción de tutela contra providencias judiciales, fueron declaradas inexequibles mediante la sentencia No. C-543 de 1º de octubre de 1992, proferida por la Corte Constitucional. En varios de los apartes de tal providencia, se anotó que la acción de tutela a) no reemplaza los procesos ordinarios o especiales, ni es sustituto de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni es instancia adicional a las existentes; b) ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la transgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces; c) nunca prevalece sobre la acción ordinaria, salvo que se ejercite como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable; d) no es viable si se la pretende usar como medio enderezado a la reapertura de procesos que ya fueron objeto de fallo, tanto si respecto de las decisiones judiciales correspondientes se ha producido la ejecutoria y, en consecuencia, la cosa juzgada formal, como si han hecho tránsito a cosa juzgada material; y e) no es el único mecanismo orientado a la protección de la persona humana y sus derechos esenciales. Todos los procesos y la integridad del aparato judicial tienen ese mismo fin.

Además, allí se dejó sentado que: a) nadie puede alegar que careció de medios de defensa si gozó de la oportunidad de un proceso, y menos todavía si tomó parte en él hasta su conclusión y ejerció los recursos de que disponía; b) si el interesado se abstuvo de utilizar los mecanismos a su disposición, tampoco puede acudir a la institución de la tutela como última tabla de salvación de sus pretensiones, por cuanto ello implica el alegato de su propia incuria y desvirtúa el carácter subsidiario de la acción; c) habiendo establecido el Constituyente jurisdicciones autónomas y separadas (Título VIII de la Constitución) y puesto que el funcionamiento de ellas ha de ser desconcentrado y autónomo (artículo 228 de la Carta), no es permitido al juez, bajo el pretexto de actuar en ejercicio de la jurisdicción Constitucional, penetrar en el ámbito que la propia Carta ha reservado a otras jurisdicciones, a  fin de resolver puntos de derecho que están o estuvieron al cuidado de éstas. Considerar que semejante opción se aviene a lo preceptuado por la Carta, vale tanto como aceptar que ésta consagró jurisdicciones jerarquizadas, lo cual no encuentra sustento en la normatividad vigente.

Todo lo anterior, llevó a la Corte Constitucional a señalar que si “encontrara que el artículo 86 de la Carta prevé ese remedio extraordinario -la acción de tutela- contra los fallos de los jueces, así lo declararía sin titubeos, pero tal cosa no acontece y el deber de la Corporación consiste en guardar la integridad y supremacía de la Constitución tal como ella es, razón por la cual, como su intérprete auténtica, goza de autoridad para retirar del ordenamiento jurídico las disposiciones que se oponen a su preceptiva”. 

En suma, la Corte Constitucional desterró del ordenamiento jurídico las normas que posibilitaban la acción de tutela contra providencias judiciales, por considerar, precisamente, que tal mecanismo de protección no podía irrumpir en el desarrollo normal de los procesos.
Además la Corte Constitucional no declaró exequible condicionalmente la norma, sino que de manera irrestricta la expulsó del ordenamiento jurídico, con lo cual impuso la prohibición de legislar en sentido idéntico a la norma declarada inconstitucional. 

Desde luego que si está vedado al legislador restablecer la acción de tutela contra sentencias judiciales, también ello está prohibido al juez constitucional, salvo que la decisión acusada por arbitraria y absurda, sea una mera apariencia de providencia que resquebraje el ordenamiento jurídico. 

2.
Como se observa, el promotor del amparo se queja porque las autoridades judiciales accionadas incurrieron en vías de hecho, que hoy afectan sus derechos fundamentales, argumentaciones que no son de recibo si se tiene en cuenta que las sentencias proferidas se encuentran debidamente ejecutoriadas, dándole una seguridad jurídica a la situación específicamente estudiada frente a lo cual no se puede pronunciar el juez constitucional. 

Lo que pretende el accionante, entonces, es trasladar a este escenario excepcional una discusión que ya fue ampliamente dilucidada en las respectivas instancias por los jueces naturales, hoy accionados y que se le analice la posibilidad de decreten las nulidades pedidas, lo que no puede analizarse por esta vía constitución al, tal como ya quedó ampliamente analizado.

 “La acción de tutela no es una tercera instancia ni es un mecanismo paralelo a la jurisdicción ordinaria, ni tiene el alcance de sustituir al juez natural que ha decidido el asunto bajo el amparo del principio de autonomía e independencia que inspira la función pública de administrar justicia, en  consecuencia, la simple diferencia de opinión del destinatario de la decisión judicial adversa a sus intereses, es insuficiente para desquiciar la providencia censurada” (sentencia de 10 de diciembre de 2008, Exp. No. 11001-02-03-000-2008-01953-00)     
3.
Conforme a lo discurrido, se impone confirmar el fallo impugnado.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de tutela de fecha y procedencia preanotadas. 


Comuníquese telegráficamente lo aquí resuelto a las partes y, en oportunidad, remítase el expediente a la Corte Constitucional para  la eventual revisión del presente fallo. 
 

Notifíquese y Cúmplase.

CÉSAR JULIO VALENCIA COPETE

JAIME ALBERTO ARRUBLA PAUCAR

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

PEDRO OCTAVIO MUNAR CADENA

WILLIAM NAMÉN VARGAS

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ

EDGARDO VILLAMIL PORTILLA
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